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      Prólogo




      JORGE ZEPEDA PATTERSON




      Con mucha razón los editores de 4T, claves para descifrar el rompecabezas advierten que este libro está dirigido a los lectores que aprueban algunas acciones de esta administración y de­saprueban otras, pero sobre todo sería útil para todos aquéllos que intentan formarse una opinión documentada, más allá de la profusión de etiquetas que satanizan al presidente Andrés Manuel López Obrador o, por el contrario, lo beatifican. Y, en efecto, éste no es un texto destinado a quienes ya se han formado, de una vez y para siempre, un juicio categórico sobre la Cuarta Transformación y su líder. Las siguientes páginas se rehúsan a ser propaganda en un sentido u otro y, por el contrario, destilan el resultado de un esfuerzo honesto y documentado para entender el proyecto lopezobradorista, aquilatando aciertos y desaciertos. Tan sólo ese propósito exigiría un libro como el que tiene usted en las manos.




      Sin embargo, me parece que 4T, claves para descifrar el rompecabezas cumple, quizá sin decirlo o proponérselo, una tarea aún más urgente y prioritaria. A lo largo de la travesía por estas páginas me asaltó un pensamiento recurrente. Una y otra vez interrumpía la lectura para decirme “esto tendría que leerlo el presidente”.




      La virtud principal que tiene este esfuerzo es que ha sido realizado por personas que desean que las banderas que sostiene el mandatario lleguen a buen puerto, sea porque se identifican con éstas o porque asumen, sin necesariamente declararse lopezobradoristas, que en las condiciones en las que el país se encontraba, se requería un giro de timón en la dirección que el tabasqueño propone, aun cuando no siempre coincidan con la bitácora de la ruta. En ese sentido, todos parten de una visión empática respecto a muchos de los cambios que han ocurrido en los últimos dos años, a pesar de que señalen aspectos mejorables o adviertan riesgos tendenciales. Tan importante como la intención es el hecho de que todos los aquí reunidos tienen el conocimiento, el espacio para la reflexión y las herramientas de análisis para ofrecer una radiografía acuciosa de la 4T y sus desafíos.




      Atender esta tarea es doblemente útil porque la autocrítica no ha sido una cualidad en la que la Presidencia haya incurrido en lo que llevamos de sexenio. Ocupado como está en la trinchera diaria de parar golpes o devolverlos, de precisar la información y la desinformación que cada 24 horas surge para desgastar a su gobierno, López Obrador no se ha permitido un respiro para tomar la distancia mínima para evaluar el conjunto de la obra.




      Y no se trata solamente de una cuestión de tiempo. En la batalla en la que él se encuentra toda revisión o duda es asumida como indicio de derrota, consciente de que cualquier señalamiento habrá de convertirse en manos de sus adversarios en implacables municiones. En ese contexto, ni él ni sus colaboradores se sienten en disposición de incursionar en la necesaria práctica del ensayo y error que todo gran proyecto requiere. A ratos da la impresión de que los ambiciosos y vastos programas sociales no pueden mirar atrás o automejorarse porque ello exigiría examinar fallas y documentar desaciertos, algo que, asumen en Palacio Nacional, terminaría convertido en propaganda adversa. El problema para el programa de López Obrador y las enormes expectativas que ha levantado es que ningún proyecto debería condenarse a sí mismo a cercenar la posibilidad de introducir ajustes para hacerse mejor.




      Este libro atiende a ese vacío. Se permite plantear dudas y acotaciones que tendrían que ser asumidas, porque las hace entre abundantes datos y argumentaciones que validan en gran medida las intenciones y las opciones tomadas por el gobierno de la 4T. Desde luego, como bien destilan buena parte de los textos aquí presentados, hay muchas cosas que se están haciendo bien, lo cual no significa que no existan negros en el arroz y, en ocasiones, riesgos de que el guiso termine quedando por debajo de las expectativas.




      Por ejemplo, Esteban Salmón Perrilliat, en el capítulo “La lucha contra los intermediarios: ¿De la dádiva al derecho?”, tras un excelente análisis sobre el enorme impacto que representa para la sociedad mexicana el esfuerzo para hacer a un lado los viejos mecanismos clientelares que operaban a través de intermediarios, ofrece una recomendación más que atendible.




      Si los intermediarios se dedican a crear y cobrar deudas no sorprende que en entornos violentos se traslapen con organizaciones mafiosas con experiencia en ello. En muchos lugares, los intermediarios articulan la relación con el gobierno y los profesionales de la violencia. Mantienen cierta regularidad en entornos volátiles. Eliminar intermediarios sin una estrategia para sustituir las funciones que tienen en regular la violencia, mientras se incrementa el despliegue del ejército en el territorio, es una fórmula para perpetuar la inseguridad.




      Caso parecido al de Gustavo Gordillo, en un lúcido texto, “La gobernabilidad realmente existente”, que explica la naturaleza de la entrañable vinculación entre López Obrador y el vasto “México profundo”:




      

        Poner a los excluidos en el centro del discurso y de la acción política no significa asumirlos como actores centrales de una transformación profunda. En el subsuelo se mueve un abigarrado conjunto de pequeños grupos luchando por temas disímbolos, pero con un propósito común: la defensa de sus territorios que pueden ser físicos o simbólicos.




        Se trata de un enorme archipiélago social, a menudo desconectado entre sí y con endebles formas de intermediación. Ahí se ubica el principal punto ciego de AMLO, y cada vez que se topa con sus resistencias visibles en Morelos, en la península de Yucatán, en el istmo de Tehuantepec o en las movilizaciones feministas, lo rellena con narrativas, a veces, conspiratorias. La pregunta de fondo, sin embargo, persiste: ¿qué expresan esas resistencias y cuál sería la mejor forma de canalizar sus inquietudes, enojos, rabias?


      




      Y en un tema por demás controvertido, sin dejar de reconocer los aspectos positivos que se le han escatimado a López Obrador en su relación con las mujeres, Violeta Vázquez-Rojas Maldonado se plantea con toda honestidad lo que el propio mandatario tendría que revisar:




      

        Diferenciar la postura del presidente de la de otros miembros de la administración, y de muchos militantes y simpatizantes del movimiento, es crucial para entender que la relación entre el obradorismo y el feminismo no es necesariamente de ruptura, y por el contrario, tiene muchos matices y aristas, algunos de confrontación y algunos de coincidencia.


      




      Son tres ejemplos, pero podríamos encontrar muchos otros a lo largo de los 17 capítulos. Lo dicho, un libro que habría que poner en manos del presidente. La mayor parte de sus páginas le darán “otros nuevos datos” para argumentar los aciertos de su gobierno; análisis frescos de intelectuales sensibles a las premisas que marcan la ruta de este líder social y político. Pero aún más importante que esas páginas son las que señalan todo aquello que, en buena lid, podría hacer mejor. Y por lo que respecta al resto de los lec­tores, un texto que nos permitirá trepar a la copa de los árboles y ayudará a entender en qué punto nos encontramos de este arduo y apasionante camino.


    


  




  

    

      Introducción




      BLANCA HEREDIA Y HERNÁN GÓMEZ BRUERA




      Vivimos un momento peculiarmente confuso y enormemente crispado. El México leído desde el discurso y la mirada de las élites tecnocráticas que durante tanto tiempo dominó nuestra conversación pública perdió su predominio monopólico casi de un día para el otro. En julio del 2018 irrumpieron en la escena nacional una nueva constelación de fuerzas y un líder político que ha sacudido las certezas, los lenguajes, la concepción del gobierno y su relación con la sociedad, así como la idea misma de México que logró imponerse como hegemónica.




      En medio de la polarización y la incertidumbre reinantes, el impulso a favor de entender ha sido arrinconado o, de plano, cancelado. Lo de hoy es tomar partido y usar cada quien los datos que mejor le sirvan para descalificar en paquete o para glorificar a bulto el gobierno del presidente López Obrador. No es raro que así sea en un contexto tan dividido en términos de intereses, valores y visiones del mundo. Sin embargo, abdicar del intento por entender —por entender realmente— tiene costos. Costos importantes para el diálogo necesario y posible; costos significativos, también, en términos políticos tanto para los partidarios de AMLO como para sus detractores.




      Entender la llamada Cuarta Transformación no es tarea sencilla, como tampoco lo es descifrar el tipo de juego político —si acaso un nuevo régimen— que se inauguró en México a raíz de las elecciones de julio de 2018. Aunque uno de los objetivos centrales parece ser resquebrajar el orden oligárquico que caracterizó la transición y nuestra democracia realmente existente con sus múltiples contradicciones, hasta el momento no se ha logrado esclarecer el tipo de orden que el gobierno de López Obrador está buscando configurar, mucho menos el que de facto se está edificando. Estamos, en ese sentido, ante un juego en construcción, un rompecabezas que se va armando sobre la marcha, con muchas dificultades, vacilaciones e incertidumbres.




      No es sencillo entender lo que estamos viviendo, en parte porque, hasta ahora, la autoproclamada 4T ha care­cido de un relato sobre sí misma, armado con razones y no sólo con discursos, emociones y actos de poder. Hasta el momento, el único vocero e intérprete autorizado es la misma persona que lleva las riendas de la operación cotidiana del aparato gubernamental. Por otra parte, tanto el obradorismo como el Movimiento Regeneración Nacional cuentan, hasta ahora, con una producción intelectual limitada para darle sustento. Además, el análisis que nos ofrece la mayor parte de los intelectuales públicos suele tomar como punto de partida la descalificación o la extrema caricaturización del gobierno de AMLO, antes que un genuino interés por entender y explicar lo que no necesariamente se comprende.




      Este libro busca aportar claves para hacer inteligible la llamada 4T desde su lógica interna, a fin de poder efectuar una primera valoración de sus aciertos, logros, debilidades y puntos ciegos. Se trata de contribuir a hacer entendible el programa político que se ha planteado impulsar este gobierno en sus propios términos y no desde las visiones de lo que ese programa debería ser según sus críticos o simpatizantes. En suma, lo que pretendemos es ofrecer pistas, preguntas e hipótesis para encontrarle sentido a un cúmulo de acon­tecimientos, aparentemente inconexos y que escapan a la ra­cio­nalidad dominante, producto del ritmo acelerado que ha adoptado la política en México, en gran medida por el ímpetu que le ha impuesto un líder que muestra una muy baja aversión al riesgo en un país donde ésa no suele ser la cualidad que caracteriza a su clase política.




      Los autores que convocamos para participar en esta empresa analítica se sitúan, en su mayoría, en el campo de la izquierda, aunque incluyen una variedad de posturas y ángulos muy diversos. No todos se reconocen como obradoristas ni votaron por AMLO en 2018. Lo que nos aglutina a todas y todos es la curiosidad y el asombro, así como la noción básica de que, para poder comprender, hace falta hacernos cargo de lo mucho que ignoramos. Que debemos incluso cuestionar nuestras propias premisas y nuestras propias certezas.




      Sabemos que AMLO no necesariamente nos interpela como comunicadores, académicos, intelectuales o comentócratas; que no somos a quienes le interesa hablar ni escuchar ni leer. En cierta forma, es bueno que así sea, pues es un indicador de que el poder político, al contar con una amplia legitimidad popular, ya no requiere de la legitimación de una minoría de intelectuales, estudiosos o comentaristas encumbrados en la Ciudad de México como ocurría en el pasado. Al mismo tiempo, también somos conscientes de que eso que el presidente quiere y busca —en términos de su ideal de sociedad, visión del mundo, futuro o idea de lo que debe ser una familia— no es necesariamente lo que nos mueve; incluso, no es lo que probablemente más convenga a nuestra posición de privilegio en un país caracte­rizado por desigualdades insultantes. Sin embargo, también intuimos que lo que el presidente imagina como deseable para México se acerca mucho más a lo que hoy quiere la mayor parte de los mexicanos, a quienes, difícilmente, los autores de este libro representamos.




      Nos une también el interés frente a un personaje de la política con características muy singulares; alguien que se cocina aparte. Un líder lleno de contradicciones, pero también de contrastes poco habituales. Alguien que privilegia la estabilidad macroeconómica, pero enarbola una postura nacionalista en cuanto al control de nuestros recursos energéticos. Un presidente con un discurso antineoliberal que, sin embargo, ha recortado y debilitado a la burocracia gubernamental y ha respetado a pie juntillas la autonomía del Banco de México. Un hombre de izquierda que no le asigna al Estado y a su aparato burocrático la misma prioridad que un representante típico de ese signo político. Un populista que no rehúye al conflicto y asume la polarización como una fuerza transformadora, pero que no se pelea, por ejemplo, con Estados Unidos y es selectivo en elegir a sus adversarios dentro del gran capital. Un político que interpela al pueblo, pero no apuesta a su organización autoges­tiva. Un crítico acérrimo del conservadurismo, quien, sin embargo, defiende a capa y espada las tradiciones, la familia, la historia de bronce y a las Fuerzas Armadas. Un mandatario que forma el primer gobierno paritario en la historia, con igual número de secretarios y secretarias, pero no prioriza el combate a la violencia de género ni reconoce la legitimidad de los colectivos de mujeres que luchan por sus derechos. Un político que, final y paradójicamente, ha incrementado sus niveles de aprobación en medio de una pandemia que no ha sido manejada de la mejor manera y de una crisis económica que ha dejado a millones sin empleo.




      La caracterización de un personaje a tal punto atípico y complejo no puede resolverse, como algunos parecen creer, con etiquetas e insultos del tipo “es un inepto”, “un ignorante”, “un provinciano anticuado” o “un enfermo de poder”. Para hacerlo asequible tampoco resultan suficientes los casilleros habituales de las ciencias sociales, las metodologías convencionales y las geografías y mapas mentales a las que nos acostumbramos durante varias décadas. Claramente estamos ante un fenómeno que no solamente requiere respuestas distintas. Lo que necesitamos para entender a AMLO y el conjunto de nuestro presente son nuevas preguntas y miradas analíticas frescas y más dispuestas a tomar riesgos.




      La colección de ensayos que aquí presentamos busca atender ese enorme reto. El libro se dirige a todas aquellas y aquellos a quienes López Obrador y la autoproclamada Cuarta Transformación les despiertan intriga y asombro, pero también duda y desconcierto. A esos que, desde la humildad de reconocer que carecen de respuestas completas, están tratando de entender, ya sea al personaje en particular, sus políticas o el proceso en el que el país está inmerso. Este volumen puede resultarles útil a personas que aprueban algunas acciones de esta administración y desaprueban otras, pero que están intentando formarse una opinión más razonada. Va dirigido, también, a los que votaron por AMLO y su partido y hoy se están preguntando si tomaron la decisión correcta; a quienes tenían una postura muy positiva y se han desencantado, o una muy crítica que han suavizado. Para todos ellos este libro puede ser de utilidad. Difícilmente lo será, sin embargo, para quienes creen haber comprendido ya todo sobre López Obrador, lo que es y representa; para los que se han formado un juicio inamovible e implacable sobre su figura y liderazgo, ya para criticarlo o denostarlo, ya para engrandecerlo o endiosarlo.




      Lo que ofrecemos en los siguientes 17 capítulos, todos ellos ejercicios ensayísticos, es acercarle al lector reflexiones, preguntas y claves interpretativas orientadas a entender la naturaleza de un gobierno que, juzgado desde paradigmas distintos al cual le da sustento, aparece como carente de toda lógica y sentido. En ese tenor, ésta no es una obra que busque emitir juicios inapelables, tampoco presentar definiciones acabadas o anteponer a la interpretación del fenómeno que estamos viviendo un ideal del deber ser, donde nuestras opiniones personales y agendas particulares monopolicen la conversación. Se trata, más bien, de un conjunto de aproximaciones a un fenómeno en construcción, en plena evolución, y que todavía tiene un amplio potencial para seguirnos sorprendiendo.




      Este libro se divide en dos grandes partes: la primera provee miradas de gran angular en las que se abordan distintos aspectos del fenómeno obradorista en su conjunto, mientras que en la segunda parte hacemos un zoom in a algunas políticas y acciones emblemáticas del gobierno de AMLO. La primera parte abre con un texto de Lorenzo Meyer, donde se ofrece una perspectiva histórica de las tres transformaciones por las que ha atravesado México a lo largo de su historia: la Indepedencia, la Reforma y la Revolución, y donde la llamada “Cuarta Transformación” se ve como una suerte de interrogatorio al pasado desde el presente, a partir de un proyecto de nación de izquierda que busca modificar instituciones y prácticas muy arraigadas. Meyer plantea que la Cuarta Transformación, de ser tal, buscaría revigorizar lo positivo de las tres anteriores y superar sus fallas, con la particularidad de hacerlo por la vía pacífica y democrática. Hasta ahora, señala el autor, esa transformación




      

        no ha ofrecido cambiar el modo de producción del régimen, sino algo menos radical, aunque no por ello menos im­por­tante: eliminar los aspectos socialmente más dañinos del régimen neoliberal vía una lucha contra la corrupción endémica, así como dar al sector público la centralidad que había perdido para llevar a cabo políticas en beneficio de los grupos más dañados por las deformidades de la estructura social mediante acciones redistributivas y de expansión de los servicios públicos.


      




      Un tercer capítulo, a cargo de Viri Ríos, avanza una interpretación sobre las razones por las cuales ganó López Obrador las elecciones presidenciales de julio del 2018 según la cual su candidatura “fue electoralmente exitosa porque, a diferencia de otros candidatos, proveyó un diagnóstico concreto, creíble y sistémico: su campaña se basó en expo­ner, en tiempo real y con absoluta transparencia”, la existencia de lo que ella denomina la “élite tropical”. Para Ríos, la élite tropical está formada por aquellos “grupos sociales enquistados en la economía y la política mexicana que no fueron debilitados ni con la democratización electoral de principios de siglo ni con las reformas estructurales de Peña Nieto”. Según esta lectura, “López Obrador llegó al poder porque identificó la toxicidad de estas élites y vocalizó el descontento con su actuar”. En ese sentido, el triunfo del hoy presidente se construyó en gran parte “gracias a que fue capaz de mostrar con prístina claridad que México había adole­cido de un verdadero proceso democratizador y que el resultado era un país desigual, pobre e inseguro”.




      En su texto, “El régimen oligárquico mexicano y su complejo desmontaje”, Blanca Heredia analiza cuál es el régimen que quiere cambiar López Obrador y la forma en que aspira a conseguirlo. Ese régimen que pretende alterar, apunta, “es el arreglo oligárquico que durante décadas ha gobernado —en los hechos— al país”. La particularidad de este cambio es que no solamente busca ser pacífico, sino que además pretende evitar poner en jaque la estabilidad y la gobernabilidad. Heredia sostiene que el proyecto de López Obrador consiste en “domesticar a nuestros ricos, no en acabar con ellos”. De lo que se trata es de “acotar su poder para reducir la pobreza y la desigualdad, y, con ello, destrabar el desarrollo de México”. Este proceso de domesticación no es en absoluto fácil, pues si bien los oligarcas mexicanos ya no cuentan con una élite política servil y complaciente como antes, todavía conservan su enorme riqueza y el poder que ello les confiere para limitar los alcances del proyecto de cambio. En este capítulo se explica también que




      

        la confusión y el desacuerdo de fondo en el que nos encontramos en relación con todo lo concerniente a este gobierno tiene que ver no solamente con el encontronazo entre diferentes valores e intereses, sino también con una guerra soterrada entre diferentes lentes conceptuales, lenguajes analíticos y visiones del mundo.


      




      En el capítulo 4, Gustavo Gordillo revisa el dilema de la gobernabilidad para AMLO en un contexto en el cual las élites económicas se encuentran divididas, las élites políticas han sido desplazadas, el sistema de partidos está roto y las fuerzas sociales están fragmentadas. Gordillo argumenta que el presidente pretende resolver ese dilema de la gobernabilidad




      

        a través de una transformación del Estado endeble y desarticulado que heredó. Para ello, busca paralizar y, en su caso, anular a sus principales contrincantes al tiempo que intenta movilizar a la coalición electoral que lo llevó al triunfo usando algunos instrumentos —simbólicos y reales— de la nueva forma de gobernar. Ambos procesos (anular a los contrincantes y movilizar a los simpatizantes), complejos de por sí, generan en el funcionamiento del régimen un punto ciego relacionado con las dinámicas de actores locales que no pueden encasillarse ni en las categorías sociales tradicionales ni en la oposición élites-pueblo, definida por AMLO como la contradicción social central a resolver.


      




      En su texto “De la sociedad civil al pueblo: AMLO, la izquierda y los límites de la democracia liberal en México”, Alejandra Leal revisa la noción de pueblo en el discurso de López Obrador como una que “interpela y moviliza precisamente a aquellas mayorías que se vieron excluidas del discurso y del proyecto político nacional en las últimas décadas”. Al efectuar un recorrido histórico y conceptual, la autora señala que en el discurso político liberal que predominó en la narrativa de la transición a la democracia en México el pueblo había salido del escenario.




      

        De ser el sujeto nacional legítimo del régimen posrevolucionario —y el sujeto de los derechos sociales prometidos por el mismo— el pueblo había sido desplazado por una incipiente sociedad civil autónoma, conformada por ciudadanos que se veían a sí mismos como “libres” e “independientes”.


      




      Según aquel discurso, “el pueblo estaba supuestamente en los márgenes, permanecía en el corporativismo y el clientelismo”. Conforme pasaron los años, sin embargo, la idea de sociedad civil se fue acotando cada vez más a un tipo par­ticular de organizaciones que “se presentan como apolíticas” (en realidad, sin filia­ciones partidistas) y su representatividad “fue sacrificada en el altar de una supuesta pureza”. Finalmente, el triunfo de López Obrador el 1 de julio de 2018, al derrumbar el triunfalismo de ese consenso liberal, rescató la idea de pueblo como una que remite precisamente al “regreso no sólo de aquellos que fueron excluidos del proyecto económico en las últimas décadas”, sino también de formas de organización, acción y pertenencia política que habían sido marginadas o consideradas ilegítimas en México.




      En su texto, “Lo entendible y lo inentendible de la 4T”, Alberto Díaz-Cayeros lleva a cabo un análisis del discurso de López Obrador, donde apunta a la necesidad de reconocer la seriedad de la Cuarta Transformación como “un proyecto político de refundación nacional”, a pesar de que su expresión concreta es con frecuencia caricaturizada por sus detractores. El autor ofrece una lectura de este proceso, “aceptando que lo ‘imaginario’ de sus propuestas es en realidad una utopía pasada y futura, que busca presentar como natural una reconstitución moral, presumiblemente atractiva para neoliberales y progresistas por igual”. Díaz-Cayeros examina tres importantes documentos de índole programático producidos por la presente administración que reflejan de manera más fiel la manera como el presidente entiende su proyecto político y su legado, además de ser escritos en que él mismo ha puesto un sello personal. A partir de esa revisión, su ensayo busca entender mejor los propósitos, premisas y mensajes de fondo de la 4T para elucidar la visión del mundo de la que parte y la forma en que imagina un futuro mejor.




      La segunda parte de este libro presenta un acercamiento a temas y acciones gubernamentales específicas, en las cuales esta administración ha mostrado algunos de sus resultados más destacados —como es el combate a la corrupción, la política salarial y laboral o la política tributaria—, así como una serie de áreas política y socialmente sensibles en las que el gobierno actual ha logrado poco avance, a saber, la inseguridad y la violencia contra las mujeres.




      Esta segunda parte abre con un trabajo muy original e incisivo del politólogo mexicano-americano Edwin F. Ackerman. En su texto, “El combate a la corrupción como econo­mía política”, el autor apunta que “lo que distingue histórica y comparativamente el discurso anticorrupción de AMLO es la conexión que hace de ésta con el neoliberalismo” realmente existente en México. Ackerman explica cómo la 4T concibe la corrupción como el componente de una economía polí­tica específica, y plantea que “más que entenderla como una serie de crímenes individuales o de escándalos aislados”, para AMLO ésta es una “consecuencia del reordenamiento en la relación Estado-economía de las dé­cadas anteriores”. En la medida en que la corrupción se convirtió en parte de un régimen de acumulación privada a través del Estado, nos dice este autor,




      

        el neoliberalismo produjo una especie de ‘Estado rentista en reversa’, en donde miembros del gobierno y una compleja red de contratistas drenaban el dinero público a través de una serie de mecanismos —no siempre ilegales— que iban desde la tercerización de funciones gubernamentales hasta la creación de estructuras paralelas de empresas fantasma y facturas falsas en los casos más extremos.


      




      El libro continúa con un texto de Pablo Yanes sobre la política social del gobierno actual en el que explica cómo éste llevó a cabo una recomposición del presupuesto público —poco estudiada hasta ahora— a través de la cual en el año 2019 tuvo lugar una de las mayores reasignaciones presupuestales de la historia reciente del país. Dicha reasignación, señala Yanes, fue “de un impacto mucho más significativo y profundo que el tan anunciado presupuesto base cero durante el gobierno de Enrique Peña Nieto”, en la medida en que permitió reorientar una importante cantidad de recursos —no necesariamente los suficientes— a los programas sociales prioritarios para el nuevo gobierno. Una novedad importante de la administración presidencial en curso, señala también Yanes, es que “ha vuelto a discutirse la política salarial y laboral como parte de la política social”, con lo que los términos de la conversación han cambiado significativamente.




      En su ensayo “La lucha contra los intermediarios: ¿De la dádiva al derecho?”, Esteban Salmón Perrilliat analiza cómo el gobierno de López Obrador, que ha emprendido una lucha contra los intermediarios políticos, “combina dos tácticas de gobierno neoliberal para crear lo que podría denominarse una estrategia populista de gobierno” consistente en “eliminar a los intermediarios políticos mediante las transferencias directas”. Esta estrategia, señala Salmón, “presenta riesgos para la distribución de recursos y servicios públicos que ha dependido tradicionalmente de los intermediarios y es fundamental para la gobernabilidad del país. También abre un nuevo horizonte político que podría replantear la función redistributiva del Estado sustentado en el derecho legítimo de cada persona a una parte de la riqueza nacional”. El éxito o fracaso de este proyecto, argumenta el texto, “se sostiene sobre una cuerda floja: ¿las transferencias directas universales se considerarán una dádiva o un derecho?, ¿el impulso populista del gobierno es más personalista o más democratizador?”




      Mario Campa estudia la política económica del obradorismo. Plantea que el cambio de gobierno ofreció a los sectores olvidados la esperanza de que el sur del país, la región más rezagada, junto a los grupos marginados, estuvieran en la primera línea de atención. “La interpretación económica amoral del neoliberalismo”, plantea Campa, “dejó a los hogares de bajo ingreso expuestos a trampas mortales que el Estado está en posición de remover”. La promesa de transformación económica consiste en esencia en “un replan­teamiento presupuestal para priorizar el gasto social y la inversión pública, acompañado de una reducción del gasto corriente para garantizar el congelamiento de la deuda, las tarifas de gobierno y los impuestos”. La apuesta de arranque, se plantea en este capítulo, parece un “antineoliberalismo moderado”, donde políticas como la austeridad desafían los encuadres tradicionales. El porvenir es incierto, pero se han sentado bases más sólidas para lograr que la prosperidad sea en adelante compartida.




      Diego Castañeda examina la política fiscal de la 4T y la asemeja a la estrategia de un agricultor, por ser una que toma su tiempo para cultivar cambios graduales, aunque con los años, y de forma acumulativa, podría hacer posible cambios más importantes. El autor explica cómo, a pesar de que este gobierno no ha hecho una reforma fiscal —donde se aumenten tasas de forma progresiva—, las medidas orientadas a combatir la evasión y elusión fiscales, así como a cobrarles impuestos a los grandes contribuyentes, han permitido incrementar la recaudación tanto como el equivalente a tres puntos y medio del PIB, una sexta parte del Presupuesto de Egresos de la Federación en un año. Además, hacer que las grandes trasnacionales, corporativos mexicanos y famosos hombres de negocios paguen sus adeudos fiscales ha per­mitido enviar una señal fuerte para la población sobre el principio de un trato fiscal más justo, donde pagan tanto los empresarios como los causantes cautivos.




      El capítulo “Trabajo, salarios y relaciones laborales en la 4T”, de Irvin Rojas, aborda las implicaciones económicas, políticas y legales de las modificaciones en el ámbito laboral propuestas e implementadas durante los primeros dos años del gobierno de AMLO. Se discuten las características y posibles efectos de la reforma laboral, los cambios legales y las consecuencias económicas de los incrementos al salario mínimo —el cual ha inaugurado una nueva etapa en la que se registran ganancias reales sustanciales para los trabaja­dores—, además de los intentos por regular la subcontra­tación. El texto se va atrás en el tiempo para efectuar un análisis de la precariedad del empleo en México y lleva a cabo un recuento de las reformas laborales neoliberales y sus consecuencias. Se discute también el rol de la organización sindical para mejorar los ingresos de los trabajadores y cómo este gobierno ha generado una oportunidad para revitalizar este gremio a partir de una reforma que implica renunciar a una fuente de control político sobre los sindicatos y la pérdida de la eficacia de los sindicatos blancos.




      Al analizar la política exterior de la 4T, la internacionalista Natalia Saltalamacchia argumenta que ésta es concebida como “un instrumento al servicio de la consecución de los objetivos de la denominada Cuarta Transformación”. Saltalamacchia apunta que el gobierno de López Obrador “retoma la importancia de la autonomía frente al exterior en ciertos nichos que él considera estratégicos para cambiar estructuralmente al país y en los que sabe que encontrará resistencia nacional e internacional”, tales como




      

        la política pública en el sector energético; la política de seguridad, especialmente cuando se tocan los intereses de las Fuerzas Armadas, factor de poder en el cual se ha apoyado fuertemente para gobernar; y la posibilidad de llevar a cabo sus grandes proyectos de infraestructura. […] Lo notable es que, al mismo tiempo, López Obrador demuestra un alto grado de conciencia respecto a los límites que imponen la vecindad con Estados Unidos y el nivel de integración eco­nó­mica y demográfica de México con ese país.


      




      La autora sostiene también que el presidente López Obrador basa su política exterior en cuatro premisas básicas: 1) que “México debe refundarse o reinventarse, por lo cual es necesario que la energía gubernamental se concentre principalmente en el interior del país”; 2) que “la política exterior tiene la función principal de estabilizar y defender el proyecto transformador de los riesgos y amenazas externas; es decir, tiene un talante defensivo”; 3) que “la relación con Estados Unidos debe guiarse por el pragmatismo, es decir, orien­tarse a obtener resultados a partir de costos razonables”; y 4) que AMLO percibe “la diplomacia como un quehacer elitista, por lo que él personalmente deriva mayor capital político disociándose de ella que abrazándola en primera persona”.




      Eduardo Guerrero escribe sobre la seguridad pública. Apunta que el balance en los dos primeros años del gobierno de AMLO no es satisfactorio, aunque tampoco catastrófico, e incluso se registran algunos logros. El autor señala que la llegada al poder de Morena y sus aliados




      

        representó un rompimiento con varios de los principios que, sin dar resultados, habían regido la política de seguridad durante los dos sexenios previos: la lógica de confrontación con el crimen organizado, el desdén hacia la represión y las violaciones graves a los derechos humanos, un esquema federalista disfuncional y una política de supuesto fortalecimiento institucional de corporaciones policiales que, en los hechos, estaba plagada de simulaciones.


      




      Sin embargo, el nuevo gobierno no ha logrado su objetivo de avanzar hacia la pacificación del país, por diversas razones.




      

        Durante el periodo de transición y los primeros meses del gobierno el presidente y su círculo cercano parecían tener convicción de que, ante los gestos pacifistas del gobierno, habría una disminución significativa de la agresividad del crimen organizado. Esta convicción se sintetizaba en el eslogan “abrazos, no balazos”, que, por cierto, va cayendo en el desuso con­forme avanza el sexenio y las ejecuciones se acumulan.


      




      En su abordaje sobre la agenda del presidente frente al sistema de justicia, Ana Laura Magaloni detecta un punto ciego y un reto. El punto ciego tiene que ver con el hecho de que, aunque a López Obrador le interesa quitarle a la élite económica el poder de manipular e interferir con el sistema de justicia, no incluye en su proyecto de transformación impulsar el acceso a la justicia de las mayorías marginadas o renunciar al control político del sistema de administración y procuración. Se trata de omisiones trascendentes, señala Magaloni, pues la falta de acceso a la justicia para la población marginada y el control político de ésta han sido históricamente dos de los pilares centrales a través de los cuales la justicia realmente existente ha cimentado la desigualdad y el privilegio en México. El reto que enfrenta AMLO, por otra parte, es conseguir que los jueces le otorguen legitimidad jurídica a acciones de su gobierno que no necesariamente se ajustan al marco constitucional y han sido impugnadas, en consecuencia, por una variedad de personas y grupos sociales cuyos intereses han sido afectados por el proyecto de cambio del presidente (empresas, burocracias federales, comunidad científica, organismos autónomos, usuarios del sistema de salud o de las estancias infantiles, entre muchos otros). El desafío en cuestión resulta muy sensible, pues, de acuerdo con la autora, una democracia descansa sobre dos tipos de legitimidad: la electoral y popular, por un lado, y la jurídica, por otro. El gobierno de López Obrador cuenta con abundante legitimidad del primer tipo, pero la segunda ha batallado más en conseguirla, especialmente porque, al buscarla, no ha estado necesariamente dispuesto a sujetarse al marco constitucional vigente.




      Violeta Vázquez Rojas Maldonado examina en su ensayo la relación entre las mujeres y la Cuarta Transformación a partir de cuatro ejes temáticos: la violencia de género, donde acusa el incremento alarmante en el delito de feminicidio y la violencia familiar en los últimos años; los apoyos económicos a las mujeres, donde señala que los esfuerzos no son inexistentes, aunque sí insuficientes; el aborto, un tema ante el cual el presidente ha sido renuente a enviar una señal clara en favor de la interrupción legal del embarazo (aunque ha terminado por aceptar una consulta en la que participen las mujeres); así como la política de paridad gubernamental en altos puestos del sector público como un mecanismo de acción afirmativa sin precedentes que ha sido la política para la que tanto el presidente como los miembros de su círculo han mostrado mayor voluntad de implementación. La autora apunta que, evidentemente, algo no encaja entre un proyecto nacional que tiene como eje la erradicación de las desigualdades si el vocero principal de la Cuarta Transformación no atina a tocar el tema de las mujeres sin remover indignaciones.




      Finalmente, en el último de los capítulos de este libro, Samuel Ponce de León y Mauricio Rodríguez abordan la estrategia del gobierno de López Obrador frente a la pandemia causada por el covid-19. Antes que emitir juicios, los autores reparan en una serie de factores estructurales que dificultaron la respuesta de las autoridades, como “el precario sistema de atención, pobremente equipado, insuficiente y sin personal”. Rodríguez y Ponce de León hacen en su texto un balance de aciertos y errores. Entre los primeros destacan, por ejemplo, una buena coordinación del sector y una existosa reconversión del sistema hospitalario, medidas inicialmente oportunas para mitigar la transmisión, y una comunicación de gran impacto, con un abordaje predominantemente técnico. Más adelante, sin embargo, los autores apuntan que la reconversión hospitalaria enfrentó la falta de insumos, equipo y personal especializado, además de la insuficiencia de equipos de protección personal para los trabajadores del sector salud. Además, Ponce de León y Rodríguez señalan que “las medidas para mitigar la transmisión enfren­taron la falta de claridad y la inexplicable resistencia de las autoridades a recomendar el uso generalizado del cubre­bocas, lo que provocó una innecesaria confrontación con múltiples sectores y sembró confusión en la ciudadanía”. A juicio de los autores es en la comunicación donde la gestión ha tenido su mayor dificultad, pues el discurso técnico intentó en más de una ocasión “justificar acciones equivocadas de la cúpula política, y su participación en el debate con actitud condescendiente alimentó la polarización”.




      Deseamos que este libro contribuya a despertar en nuestros lectores nuevas preguntas y a aportarles claves para empezar a descifrar el rompecabezas en el que estamos metidos. Si logramos que quienes lo lean duden aunque sea un poco de sus certezas previas, vean ángulos nuevos del problema que no habían visto, y se vayan con más preguntas de las que tenían antes, nuestro trabajo habrá cumplido su cometido.




      Ciudad de México, 24 de marzo de 2021
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      La 4T y los cambios de régimen previos




      LORENZO MEYER




      La historiografía política, como la realidad de la que se nu­tre —el ejercicio del poder—, es, entre otras cosas, un campo de batalla. Los hechos históricos mismos son inmodificables, pero no su narrativa y su interpretación.




      La selección de lo que el historiador narra y de lo que deja fuera nunca queda fija de una vez y para siempre. Cada época, cada generación, nacionalidad, corriente política, grupo social, escuela de pensamiento e historiador interpreta de manera distinta el pasado, pues tiene intereses y miradas propias y cambiantes. Hoy, la llamada “Cuarta Transformación” del régimen político de México es un claro ejemplo de un interrogatorio al pasado desde el presente, desde un proyecto de nación de izquierda que busca modificar instituciones y prácticas muy arraigadas. Según Maquiavelo, quienes se proponen un cambio de esa magnitud emprenden la tarea más complicada y arriesgada que pueda haber en el campo de la política.1




      Desde mucho antes de llegar a la Presidencia, el discurso de Andrés Manuel López Obrador insistía en que buscaba esta investidura para llevar a cabo una cuarta transición mexicana de un ancien régime a otro nuevo que respondiera mejor a las demandas de aquellos encuadrados en la parte inferior de la pirámide social, es decir, de los más pobres. A diferencia de las transiciones del pasado, esta vez se insistió el tránsito de un arreglo político, económico, social y cultural crecientemente injusto, corrupto y disfuncional, a otro más a tono con los intereses, necesidades y demandas de los ciudadanos menos favorecidos, fuese por la vía democrática y pacífica.




      Para comprender lo que implica intentar modificar un régimen político, conviene partir de su caracterización. Si el Estado es la comunidad reconocida por el sistema internacional como independiente, provista de autogobierno y capaz de ejercer su soberanía sobre un territorio formalmente reconocido, entonces el régimen político es la compleja red de instituciones, públicas y privadas, a través de la que tiene lugar la multitud de transacciones cotidianas en ese Estado y que distribuye los recursos, las obligaciones y recompensas de sus miembros. El gobierno es el nodo de poder constituido por las instituciones que influyen o toman las decisiones obligatorias para la sociedad y que están respaldadas por la fuerza legítima. En pocas palabras, el gobierno es el gran órgano regulador de la vida en el interior del Esta­do y el que da contenido a la soberanía en el exterior. Es desde ahí —desde el gobierno y con un fuerte respaldo electoral— que en México en 1918 se puso en marcha un proceso político que busca un cambio hacia la izquierda en la naturaleza de su régimen. Ésta es la esencia de la “Cuarta Transformación”, la última de una cadena histórica.




      LA PRIMERA TRANSICIÓN





      El primer cambio de régimen posterior a la conquista europea del siglo XVI, y que dio origen al México independiente, tuvo un dramático y puntual inicio en septiembre de 1810. Tomó más de un decenio de brutal guerra interna y destrucción el poner fin al estatus colonial de tres siglos. La independencia se logró, pero el nuevo Estado no consiguió la legitimidad a la que aspiraban sus dirigentes ni el control y defensa de su amplio territorio.




      Al despuntar el siglo XIX el Estado español en América era imponente en extensión, pero dejaba mucho que desear en sus bordes septentrionales, pues ahí el control del gobierno siempre fue puesto en entredicho por naciones indias y por otros Estados. En contraste, en el centro de la Nueva España —corazón político, económico y demográfico del reino— el régimen colonial pudo ejercer su autoridad con éxito y hacer frente a las rebeliones locales que, por otra parte, raras veces llegaron a rechazar la autoridad del rey. Cuando en 1818 el desafío fue al conjunto de la estructura de poder, el choque fue brutal y consumió muchas vidas y recursos. Al inicio de 1821 un acuerdo de conveniencia entre realistas e insurgentes puso fin a la Nueva España para que un México independiente empezara a tomar forma.




      El marco en que se dio esa primera transición se caracterizó por, al menos, tres rasgos: lo sorpresivo de su iniciación, el carácter popular del movimiento y la magnitud de su violencia. El elemento de sorpresa fue, en su origen, externo: la inesperada invasión de España en 1808 por los ejér­citos de Napoleón seguida de la deposición de su monarca, Fernando VII, y la lucha posterior de la nación española por su independencia. En América, la caída del rey se tradujo en el rechazo del sucesor, José Bonaparte, por ilegítimo, pero también por el cuestionamiento del golpe de fuerza que llevó a cabo en la Nueva España la minoría peninsular para asegurar la primacía de sus intereses. Ante cambios de tal magnitud, en el virreinato surgió una disputa entre las élites peninsular y criolla sobre quién y cómo ejercer el poder en nombre del monarca prisionero en Francia. En esta disputa, un grupo de criollos encabezados por un cura de la próspera región minera de El Bajío, tomando a la virgen de Gua­dalu­pe como estandarte, en nombre del rey depuesto y de la defensa de la religión católica supuestamente amenazada, llamó a las armas con consecuencias que sólo se experimentaron en México: una rebelión planeada por criollos y para los criollos en contra “del mal gobierno” virreinal fue respaldada de inmediato por una espectacular movilización de grupos plebeyos. La lucha que se prolongó por más de una década, y como bien lo destacara Simón Bolívar en 1815 en su caracterización de los movimientos independentistas de la América española (Carta de Jamaica), esa lucha, por su carácter popular, superó en ferocidad a las del resto del subcontinente.2




      Los independentistas originales perecieron, pero no su movimiento. Una supuesta “campaña final” contrainsurgente encomendada al brigadier criollo Agustín de Iturbide contra Vicente Guerrero —mestizo y general en jefe de los insurgentes del sur—, concluyó en 1821 con la unión de los contrarios y la proclamación de la independencia. La alianza nunca fue sólida y si bien desembocó en un nuevo régimen, no dio a éste la legitimidad ni los medios necesarios para asegurar su viabilidad.




      Desde el inicio la nueva clase política actuó bajo la sombra de la división social e ideológica que estaba en la raíz del conflicto. La económicamente poderosa minoría peninsular y buena parte de la élite criolla nunca abandonaron su recelo en su trato con los antiguos insurgentes, en cuyo liderazgo sobresalían los mestizos.




      El reto al que se enfrentaron los dirigentes de la emergente nación mexicana, extensa —4.5 millones de km2— pero poco poblada —6 millones de habitantes— y mal in­tegrada, fue enorme: asentar la soberanía en el norte, donde el gobierno virreinal nunca lo había conseguido del todo, y generar un sentimiento de pertenencia y lealtad hacia la nueva comunidad política que sustituyera al que mal que bien habían generado por tres siglos el monarca y Estado españoles. La gigantesca tarea de transformar una colonia en una nación independiente se debía llevar al cabo con una materia prima difícil de remodelar: una sociedad profundamente dividida por clases y castas, muy parroquial en su cultura, demográficamente concentrada en su centro, con pocas vías de comunicación internas, carente de un verdadero mercado nacional y sin una lengua efectivamente común. Al México recién nacido, que buscaba un lugar en una comunidad internacional dominada por potencias coloniales y con un vecino norteño muy agresivo, sólo lo unía una religión centrada en el gudalupanismo, administrado por una Iglesia conservadora y no comprometida con un proyecto nacional.




      Administrar la independencia requería de las élites locales acuerdos en torno a la naturaleza del nuevo régimen, reorganizar un gobierno sometido a los constantes retos del regionalismo y habérselas con un ejército poco profesional, mal equipado, dependiente de la odiada leva, muy demandante de recursos, apegado a sus fueros y más leal a sus jefes inmediatos que a la autoridad constitucional. Coronando esa pirámide de obstáculos estaba una penuria fiscal que se volvería crónica.




      La falta de recursos materiales y el choque de proyectos de las élites marcaron el arranque del esfuerzo por hacer de México un Estado nacional viable. La desavenencia política fue abierta: monarquistas contra republicanos, federalistas contra centralistas, masones escoceses contra masones yorquinos, liberales contra conservadores, la Iglesia católica contra los proponentes del Estado laico, las naciones indias sobrevivientes contra el Estado nacional.




      La extensa entidad se desgajó pronto: Centroamérica se separó; Texas se rebeló con éxito y luego se unió a Estados Unidos; Yucatán se encaminó a una larga guerra de castas y hubo la posibilidad de su separación, y también de estados como Zacatecas o Jalisco. Finalmente, una guerra con Estados Unidos (1846-1848) terminó por cercenar la mitad norte del país, poner en duda su viabilidad y, por un buen tiempo, las naciones indias del norte resistieron con cierto éxito los esfuerzos de las autoridades nacionales por someterlas.




      Los pronunciamientos de los comandantes de cuerpos de ejército se convirtieron en un instrumento de negociación política tan rutinario que aún hoy no hay un registro exacto de los mismos —quizá mil 500 entre 1821 y 1876—. Los cambios en los gabinetes son otro indicador de la extrema fragilidad del sistema. En un gabinete formado por la Presidencia y cuatro secretarías de Estado, en 1825 hubo nueve cambios, 15 en 1829, 22 en 1833 y 42 en 1846. Entre 1824 y 1857 el promedio de permanencia de un secretario de Hacienda fue de apenas 4.3 meses, lo que confirma que en ese México el gobierno nacional era más imaginario que real. Y por lo que hace al marco constitucional, la situación fue parecida: en 1812 la Constitución de Cádiz, la insurgente de Apatzingán de 1814 y las de la primera época de vida independiente: 1824, 1836 y 1857.




      En buena medida, fue la imposibilidad de lograr un pacto efectivo en torno a las bases y principios de un proyecto nacional, tras el fracaso del efímero Primer Imperio Mexicano en 1823, lo que llevaría a una inestabilidad creciente y al “México de un solo hombre”: el del general Antonio López de Santa Anna. Este personaje que dominó la escena política de 1833 a 1855 lo mismo fue federalista que centralista, liberal que conservador; encabezó una guerra desastrosa con Estados Unidos y prohijó la reanudación de la guerra interna. Ante tamaña serie de disfuncionalidades se hizo urgente una segunda mutación de régimen.




      LA SEGUNDA TRANSICIÓN





      Al igual que la anterior, la nueva gran transformación política surgió del ánima del fusil: la Revolución de Ayutla de 1855. El cambio pareció culminar con la adopción en 1857 de una constitución liberal pero no fue el caso y la violencia se prolongó hasta culminar con la derrota de un fallido Segundo Imperio Mexicano (1864-1867) y la hegemonía del grupo republicano liberal.




      Tras la caída y exilio definitivos de Santa Anna en 1855, un congreso constituyente redactó un documento básicamente liberal que se propuso de una vez por todas definir como laica la naturaleza del nuevo régimen. Esa constitución fue rechazada tajantemente por una institución básicamente conservadora y que por siglos había compar­tido el poder con las autoridades civiles: la Iglesia católica. El desafío de la Iglesia contó con el respaldo del partido conservador, y, entre 1858 y 1861, México volvió a desgarrarse en la guerra de los Tres Años o de Reforma.




      Fue en medio de esa lucha que los liberales radicales impusieron las Leyes de Reforma, que, en su esencia, separaron a la Iglesia y al Estado, establecieron la libertad de cultos y expropiaron los cuantiosos bienes acumulados por el clero; pero también, y de acuerdo con la visión económica de la ideología liberal, sentaron las bases para poner en el mercado los bienes comunales de los pueblos —tierras de la comunidad, ejidales y de común repartimiento— que databan de la época colonial. Estas medidas habrían de ser resistidas por la Iglesia, pero también por muchos pueblos que, además, fueron perdiendo su calidad de sujetos colectivos de derecho en favor de los derechos individuales de sus componentes.




      Las altas y bajas de la guerra civil parecieron concluir en 1861 con la victoria de los liberales encabezados por un presidente civil: Benito Juárez. Sin embargo, ese triunfo no logró postrar al partido conservador, que tuvo la capacidad de despertar el interés de una Francia empeñada en construir un segundo imperio colonial. En ese contexto, el emperador francés Napoleón III apostó por respaldar un proyecto conservador y dar vida al Segundo Imperio Mexicano, pero esta vez encabezado por un Habsburgo, Maximiliano de Austria.




      Desde la perspectiva del gobierno en París, se debía aprovechar que la guerra civil norteamericana le impedía a Washington esgrimir su “Doctrina Monroe” para oponerse al proyecto francés de hacer de México un Estado cliente. Napoleón III envió una fuerza expedicionaria, superó la resistencia inicial del ejército nacional republicano y Maximiliano fue coronado emperador en 1864, aunque su gobierno fue sostenido básicamente por las armas francesas. La resistencia republicana persistió y al final la fuerza expedicionaria europea reembarcó sin haber logrado consolidar al emperador, presionada por unos Estados Unidos que habían concluido su conflicto interno. La suerte de Maximiliano y su gobierno quedó en manos de un ejército imperial mexicano que tuvo que luchar a la defensiva hasta su rendición incondicional. Maximiliano fue fusilado el 19 de junio de 1867.




      La restauración de la república, de su constitución liberal y con Benito Juárez como presidente por tercera ocasión, cerró una etapa de la historia política de México. Ese régimen republicano perduraría, aunque la Constitución sólo sería observada parcialmente. La muerte de Juárez en 1872 y la toma violenta del poder en 1876 por uno de sus generales, Porfirio Díaz, fue el inicio de la etapa abiertamente autoritaria del régimen. Las reelecciones sucesivas del general Díaz —el “hombre indispensable”— sólo concluyeron en 1911 y, de nuevo, por la vía violenta. Díaz fue obligado a renunciar y exiliarse por una rebelión encabezada por un inquieto e idealista miembro de la élite terrateniente, Francisco I. Madero, que pudo movilizar con éxito a sectores medios y populares bajo el lema de “Sufragio efectivo, no reelección”.




      Los tres decenios del llamado porfiriato fueron, además de la estructuración de una dictadura personal, el primer periodo de estabilidad política y transformación económica desde 1810. En la república porfirista se restableció el orden, se dio seguridad a la inversión privada —nacional y, sobre todo, extranjera—, se construyó una red ferroviaria que por primera vez unió al país, se revivió la minería, aumentaron y diversificaron las exportaciones y se renegoció la problemática deuda externa. El México porfirista llegó a considerarse como modelo para América Latina. Sin embargo, la otra cara de esa transformación, además de la reelección inin­terrumpida del presidente, fue la extraordinaria concentración de la propiedad rural y la miseria de las clases populares, la fricción con las nacientes organizaciones obreras independientes, la dureza en el trato con los remanentes de las naciones indias mayas y yaquis, la institucionalización de elecciones sin contenido y la anulación de la división de poderes y del federalismo. En suma, por un lado, México se modernizó en lo económico, pero por el otro la sociedad rural —mayoritaria— literalmente perdió terreno frente a la oligarquía terrateniente, y las clases medias —una minoría— tuvieron pocas oportunidades de movilidad.




      LA TERCERA TRANSICIÓN





      La caída del régimen moldeado por la dictadura de Porfirio Díaz tuvo como causa inmediata el movimiento de oposición encabezado por Madero, que encontró eco en elementos de las clases medias frustradas por la rígida estructura social porfirista, de ahí su demanda de elecciones efectivas tras la séptima reelección de un Porfirio Díaz de 80 años y el consiguiente rechazo a la supuesta victoria electoral del “gobernante indispensable” en 1910. Madero y su Partido Antirreeleccionista lograron movilizar a una pluralidad de grupos populares a lo largo del país para poner fin, por la fuerza, al tiempo de Díaz. Al no poder sofocar con rapidez a los rebeldes, el presidente perpetuo optó por intentar salvar la esencia de su régimen —la pax porfiriana— a cambio de su renuncia, pero era tarde.




      Ya con Madero como presidente constitucional, en fe­brero de 1913, la poderosa oligarquía terrateniente y la embajada norteamericana propiciaron un golpe militar. El magnicidio no pudo devolver a México al statu quo ante, pues radicalizó a todos los actores del drama y desembocó en una verdadera revolución. La magnitud y fuerza de ese movimiento se puede apreciar por un hecho: en un año los insurgentes derrotaron al ejército profesional golpista y, tras lograr su rendición incondicional, lo disolvieron. El viejo régimen simplemente quedó a merced de los vencedores.




      Antes de empezar a construir la nueva instituciona­lidad —la tercera transición—, los triunfadores se vieron llevados a dirimir sus diferencias internas por la vía ya tradicional: la de las armas. Los dos movimientos con liderazgo genuinamente popular, el zapatismo en el sur y el villismo en el norte, fueron derrotados por el ala menos radical, la carrancista, que en 1916 pudo organizar un congreso constituyente en solitario y una nueva carta magna entró en vigor en 1917. El que el sistema internacional estuviera inmerso en la Gran Guerra europea facilitó que el cambio de las reglas del juego político en México —que afectó intereses de los extranjeros— se efectuara con menos interferencia externa de la que naturalmente hubiera enfrentado si las grandes potencias, especialmente Estados Unidos, no hubieran estado concentradas en una lucha a muerte.




      La nueva constitución fue obra exclusiva de una de las corrientes revolucionarias, pero no debió de incorporar las mismas banderas de los otros revolucionarios. El federalismo, el carácter presidencial, la división de poderes y el Estado laico se mantuvieron, pero se eliminaron las jefaturas políticas y la elección indirecta, y obviamente se introdujo el principio de la no reelección. En la parte social el derecho a la propiedad privada quedó explícitamente subordinado a su utilidad social; se reivindicó el ejido, la propiedad colectiva de la tierra, y se abrió la puerta a una gran reforma agraria. La organización sindical y los derechos de los asalariados se reconocieron y garantizaron, pero los de las Iglesias y sus ministros se restringieron aún más. Y frente al capital extranjero se recuperó el derecho de propiedad original del Estado sobre el petróleo y todas las riquezas del subsuelo.




      La bandera inicial del movimiento de rebeldía que de­sembocó en revolución fue fundamentalmente política. Sin embargo, en el curso de la guerra civil adquirieron prioridad las demandas sociales. Cuando la llamada “guerra cristera” (1926-1929) y las violentas pugnas dentro del grupo vencedor dejaron de ser el camino para acceder al poder, se reafirmó el titubeante principio de no reelección (en 1928 Álvaro Obregón había sido reelecto presidente, pero su asesinato llevó a recuperar el principio antirreeleccionista) y se impuso la autoridad presidencial por sobre la de un supuesto “Jefe Máximo de la Revolución”, el general y expresidente Plutarco Elías Calles, que por un tiempo pretendió colocarse por encima de los poderes formales. El presidente Lázaro Cárdenas (1934-1940), tras exiliar a Calles, llevó adelante la reforma agraria hasta dar el golpe mortal al latifundio; creó una gran central campesina (CNC), apoyó y se apoyó en el movimiento obrero (CTM), expropió la industria petrolera, puso en marcha una “educación socialista” y transformó el partido de cuadros del gobierno en uno de masas —el Partido de la Revolución Mexicana— insertadas en cuatro sectores: campesino, obrero, popular y militar.




      Al finalizar la cuarta década del siglo XX el régimen tenía, por primera vez en la historia del México independiente, una base social amplia, organizada y predominan­temente popular. Lo que no se lograría sería hacer realidad la demanda política inicial: el sufragio efectivo. En una de las ironías de la historia la demanda complementaria, la no ree­lección, sí arraigó, pero no como soporte del sufragio efectivo, sino como un mecanismo de renovación controlada dentro de la llamada “familia revolucionaria”, encabezada por el presidente y dentro de un sistema de elecciones vacías de contenido.




      Desde el inicio este régimen de la Revolución me­xi­cana, como el anterior, observó puntualmente el calendario electoral, pero con elecciones donde la única competencia real tendría lugar antes de que los ciudadanos acudieran a las urnas, dentro del propio partido del gobierno y donde el presidente tendría la última palabra. En resumen, en lo político el régimen autoritario y personalista de Porfirio Díaz dio paso a otro también autoritario, pero despersonalizado, donde el presidente tenía todos los hilos del poder y sólo los empezaba a entregar en el momento en que él decidía quién sería su sucesor. Este régimen se lo caracterizaría como “una monarquía absoluta, sexenal y hereditaria por línea transversal”.3




      La estabilidad del arreglo descrito fue notable. La Revolución mexicana permitió la construcción de una base social amplia, dar forma a un discurso nacionalista pero ideológicamente flexible y echar mano de un arcoíris de mecanismos de captación y represión. Además, facilitó la aceptación de la potencia hegemónica del norte por su capacidad para asegurar la marginación sistemática de las derechas durante la Segunda Guerra Mundial y de las izquierdas durante la larga Guerra Fría. Lo anterior permitió a los gobiernos posrevolucionarios negociar con Estados Unidos una independencia relativa y también ser reconocidos como democráticos.




      La singular estabilidad no democrática afianzada a partir de la Segunda Guerra Mundial propició en México, entre otras muchas cosas, un crecimiento económico sostenido, pero también una creciente separación entre la clase política y el resto de una sociedad en rápida transformación (urbanización, extensión de la educación, de las comunicaciones, industrialización, crecimiento demográfico, migración); una concentración de la riqueza muy acentuada, una corrupción generalizada —producto de la ausencia de mecanismos de rendición de cuentas— y, finalmente, un paulatino pero creciente déficit de legitimidad del régimen.




      LA TRANSICIÓN QUE NO TRANSITÓ





      La evolución de la sociedad mexicana, la contradicción permanente entre un discurso democrático y una realidad auto­ritaria, más las influencias provenientes del exterior, desde la Revolución cubana, la “tercera ola democrática” de los años setenta o la caída del Muro de Berlín, hicieron que el reclamo de una democracia electoral real volviera a colocarse en primer plano de la discusión nacional. Lentamente, y siempre librando una “guerra de retaguardia”, el autoritarismo del régimen tuvo que ir cediendo terreno. El partido de las clases medias conservadoras, el PAN, dejó de ser tes­timonial. En el mismo año en que el Muro de Berlín fue echado abajo, el PAN logró negociar que se le reconociera la primera gobernatura de oposición. De la misma coyuntura surgió el PRD como un partido neocardenista, consecuencia de una notable movilización electoral y del resultado sin credibilidad de la 11ª victoria presidencial consecutiva del PRI de 1988. Seis años más tarde la insurrección indígena del Ejercito Zapatista de Liberación Nacional en Chiapas hizo aún más evidentes los límites y fallas del sistema mexicano. Al final del siglo, el PRI, tras 71 años ininterrumpidos en el poder y con una legitimidad a la baja, optó por ceder la presidencia de la República al partido y al candidato de oposición menos antagónico al statu quo —al PAN de Vicente Fox— y se atrincheró en los estados.




      La alternancia PRI-PAN en la Presidencia fue una modificación sustantiva del régimen político y muchos deci­die­ron interpretarla como el tránsito ordenado de México a la democracia. Sin embargo, la resistencia a que el juego electoral también abriera para la izquierda el acceso a la Pre­si­den­cia mostró los límites de esta alternancia y de la de­mo­cracia electoral recién estrenada. En los prolegómenos de la elección presidencial de 2006, el gobierno del PAN, con el apoyo del PRI y grupos de derecha, logró que el Congreso desaforara al único candidato de izquierda con posibili­dades de triunfo: Andrés Manuel López Obrador (AMLO), postulado por el PRD. Sólo una extraordinaria movilización en las calles obligó a echar abajo esa operación, pero el resultado oficial de la elección que dio de nuevo la victoria al candidato del PAN por un margen de apenas 0.62% ya no fue creíble y menos cuando la autoridad electoral rechazó la posibilidad de un recuento de votos, y AMLO se negó a reconocer su derrota. La legitimidad de todo el proceso quedó en entredicho. En la siguiente elección presidencial (2012) y con la aquiescencia implícita de un PAN que no presentó una candidatura fuerte ni hizo una campaña vigorosa, el PRI retomó la Presidencia. Sin embargo, ese proceso electoral, que se llevó a cabo al viejo estilo, ya no sirvió para recuperar la credibilidad en la supuesta transición democrática.




      Fue en esas condiciones, en las de una transición demo­crática descarrilada, que tuvo lugar la siguiente cita electoral presidencial, la de 2018. AMLO volvió a presentarse como candidato, pero esta vez apoyado por un nuevo par­tido: Movimiento Regeneración Nacional (Morena), que el propio candidato había empezado a formar desde 2011. El desgaste de los partidos que hasta ese momento habían dominado el campo electoral —PRI, PAN y PRD— llevó a que apenas concluida la elección de 2012 pusieran de lado lo que quedaba de sus diferencias ideológicas para unir fuerzas en torno a casi un centenar de puntos (el “Pacto por México”) y hacer frente al adversario común: el movimiento generado por AMLO. Sin embargo, en la nueva coyuntura electoral, la de 2018, no presentaron una candidatura única para enfrentar a AMLO, cuyo liderazgo había sido construido a lo largo de casi tres decenios de recorrer varias veces el país a ras del suelo social de sus más de 2 mil 400 municipios, recogiendo demandas y organizando apoyos.




      El candidato de una izquierda muy heterogénea propuso a una sociedad desencantada con el discurso y las prácticas de su clase política tradicional el cambio de régimen por la vía pacífica. En su esencia, AMLO se propuso lograr que una mayoría ciudadana viera al gobierno como efectivamente surgido de un mandato democrático, arraigar las prácticas de la democracia electoral y directa, llevar a cabo una lucha a fondo contra una corrupción endémica y omnipresente, dejar de lado el modelo económico “neoliberal”, asumir desde el gobierno la responsabilidad de dar respuesta a las demandas más urgentes de los sectores que forman la base de la pirámide social mexicana y poner en marcha, de inmediato, un conjunto de programas sociales que empezaran a hacer realidad su lema de las varias campañas que había encabezado: “Por el bien de todos, primero los pobres”.




      EL ARRANQUE DE LA CUARTA TRANSICIÓN





      En la elección presidencial del 1 de julio de 2018, la coalición encabezada por AMLO se alzó con la victoria al recibir 30 millones 113 mil 483 votos, equivalentes al 53.19% del total; su competidor más cercano, el panista Ricardo Anaya, logró 12 millones 610 mil 120 votos. De esta manera quedó abierto el camino para emprender la marcha dentro de las instituciones hacia una nueva transformación del régimen político mexicano, la cuarta desde la perspectiva del lopezobradorismo. La meta era una transformación que mantuviera los elementos positivos de las anteriores y añadiera otros igualmente sustantivos a la cadena de la historia política mexicana.




      Desde la perspectiva anterior, el primer cambio de régimen habría conseguido la independencia; el segundo, la separación de la Iglesia del Estado y haber puesto fin al proyecto de un México imperial y de soberanía limitada por su dependencia de Francia; el tercero habría abierto el camino a la representación política de los intereses de las clases populares, pero dentro de un marco corporativo y autoritario que acabó por crear una nueva oligarquía. El cuarto ahora ofrece revigorizar lo positivo de los anteriores, superar sus fallas y hacerlo por la vía pacífica democrática. Ese cuarto cambio de régimen debería distinguirse por enfrentar la corrupción y dirigir la voluntad, energía y recursos del gobierno a atender de manera prioritaria a las clases que se encuentran en la base de la pirámide social mexicana.




      A lo largo de los años en que se condujo como un opositor del proyecto neoliberal emergido de la gran crisis polí­tica y económica de los ochenta, AMLO fue madurando el proyecto político y la estrategia que le dio la victoria en 2018. Lo hizo superando descalabros a nivel local (Tabasco) y nacional (las elecciones presidenciales de 2006 y 2012) y recorriendo una y otra vez el país. En ese proceso fue construyendo una coalición de izquierda: muy heterogénea, pero, por lo mismo, adaptable a una época post Guerra Fría, donde el capitalismo se encontraba sometido a una crítica interna constante y ofrecía variantes que iban desde la neoliberal hasta la china, pasando por muchos modelos intermedios.




      La “Cuarta Transformación” no ha ofrecido cambiar el modo de producción del régimen, sino algo menos radical, aunque no por ello menos importante: eliminar los aspectos socialmente más dañinos del régimen neoliberal vía una lucha contra la corrupción endémica, así como dar al sector público la centralidad que había perdido para llevar a cabo políticas en beneficio de los grupos más dañados por las deformidades de la estructura social mediante acciones redistributivas y de expansión de los servicios públicos. Desde el arranque, tamaña empresa enfrentó resistencias fuertes, pero, a diferencia de las anteriores, la apuesta es llevarla al cabo ejerciendo el poder a fondo, sin volver a recurrir a esa última instancia de la política: la violencia.




      NOTAS





      1 Nicolás Maquiavelo, El príncipe, cap. VI.




      2 Simón Bolívar, Carta de Jamaica, Buenos Aires, El Aleph, 1999 (1815), pp. 14 y ss. Disponible en http://www.cpihts.com/PDF/Simon%20Bolivar.pdf. Consultado el 2 de mayo de 2021).




      3 Daniel Cosío Villegas, El sistema político mexicano: Las posibilidades de cambio, México, Joaquín Mortiz, 1972, p. 31.
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